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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a gestionar ante el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (INSSJP):

1º - Información sobre la distribución de los fondos capitados que los titulares de los contratos de los servicios médico-asistenciales realizan entre los efectores de la diversas especialidades, desde el año 2000 a la fecha, y los resultados o conclusiones de las fiscalizaciones del INSSJP sobre la citada distribución.

2º - Decisión para realizar contrataciones directas entre el INSSJP y los prestadores de las distintas especialidades médicas, evitando intermediarios, con el objetivo de garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales con niveles de calidad y eficiencia a todos sus beneficiarios.

Señor Presidente:

Distintos Centros de Jubilados y Colegios y Asociaciones de diversas especialidades médicas se acercaron a nosotros para interiorizarnos de la grave problemática que están padeciendo los afiliados al INSSJP, por efecto de lo que en general se entiende como arbitraria distribución de los dineros de las capitaciones que realizan los titulares de los Convenios, desequilibrio que termina lesionando cuando no suspendiendo la prestación de los servicios médico-asistenciales.

La prestación de dichos servicios del INSSJP se realiza a través de la contratación de servicios médicos que efectúa con la UGP, generalmente una UTE (Unión Transitoria de Empresas) o ACE (Agrupación de Colaboración Empresaria), cuyos contratos abarcan entre 50 y 100 mil afiliados, por los que el INSSJP paga una cápita mensual, encargándose la UGP de la distribución de la misma a los efectivos prestadores de las diversas especialidades médicas.

La Unidad Prestacional Santa Fe Sur ACE ganó la licitación Nº 03 en el invierno de 2000, la que, a través de distintas prórrogas, continúa teniendo el contrato para cubrir los servicios a los 75.000 afiliados residentes en los departamentos Iriondo, Belgrano, San Lorenzo, Constitución, Caseros y Gral. López.

En las contrataciones, el INSSJP ha dejado librado a que cada UGP – integrada generalmente por sanatorios privados – realice con criterio propio la distribución de la cápita entre las distintas especialidades, lo que aquellas realizan con absoluta arbitrariedad, a tal punto que los efectores de una misma especialidad pueden tener distintos honorarios entre un departamento y otro, aunque el contrato sea uno sólo para los seis departamentos mencionados.

Ello se agrava porque, como se dijo, las UGP están constituidas generalmente por los dueños de los sanatorios privados, quienes en la distribución de la cápita suelen privilegiar los gastos gerenciales y sanatoriales, en detrimento de los servicios prestados por los profesionales de las distintas especialidades médicas.

Según se nos ha informado, el pliego licitatorio obligaría a las UGP a informar periódicamente al INSSJP cómo distribuyen los fondos capitados, y el INSSJP tendría la obligación de fiscalizar dicha distribución, obligaciones éstas que no se cumplirían.

En el otoño del año pasado, el INSSJP realizó un ajuste importante del importe de la cápita, cercano al 30%, llevándola a los $ 26,30.- en que se ubica hoy, sin que en muchos casos esos aumentos hayan llegado a los prestadores efectivos, porque las UGP, ejerciendo aquel arbitrio comentado más arriba, decidieron incrementar el pago de otros gastos - generalmente, gerenciales y sanatoriales -, violando el Artículo 7º de la Resolución 458/04, que fue una de las que otorgó aquella recomposición, que textualmente establece que “la UGP deberá pagar el valor cápita y el aumento aprobado por la presente a sus efectores, por las prestaciones que estos realicen”.

Ante ello, tan diversas como infructíferas fueron las gestiones iniciadas por las distintas Asociaciones y Colegios de profesionales de las diversas especialidades médicas, para que el INSSJP intervenga para garantizar tanto la calidad y efectiva prestación de los servicios médicos, como la equitativa y racional distribución de los dineros hacia las diversas especialidades prestacionales, con el agravante que actualmente existen servicios cortados, no obstante lo cual, las UGP continúan cobrando las capitaciones como si el servicio se prestara normalmente.

A raíz de éstos y otros graves inconvenientes que provocan los abusos de las UGP y la indiferente posición rayana a la irresponsabilidad del INSSJP, días atrás la Unión de Centros de Jubilados y Pensionados del Departamento General López emitió un comunicado cuestionando al INSSJP, en el que denuncia que “el servicio de bioquímicos está funcionando en forma irregular, ya que la obra social PAMI tiene contratado con la gerenciadora ACE SUR la atención de 85 profesionales distribuidos en las 28 localidades para abastecer las necesidades de 25.000 afiliados con que cuenta el Departamento. En este momento sólo lo prestan los profesionales de dos sanatorios de Venado Tuerto

Para suplir esta deficiencia, indican al paciente que paguen la visita y con la factura del profesional soliciten el reintegro a la representante de la gerenciadora, sistema éste que no está aprobado por el PAMI”.

Tras destacar la seguidilla de problemas y obstáculos que se le presentan a los beneficiarios al INSSJP para ejercer sus derechos a curarse o prevenirse, los representantes de los jubilados denuncian que “se sigue cobrando plus, método que desde ya repudiamos”, que “no es normal el curso de las operaciones de cataratas”, y que “tampoco está normalizada la entrega de prótesis, audífonos, pañales, medicamentos oncológicos, atenciones odontológicas”, para terminar rechazando de plano la sugerencia de concurrir al hospital público, “superpoblado de pacientes”.

Y la semana pasada, El Correo de Firmat publicaba una nota titulada ¿Qué hacemos con los abuelos?, donde en el copete se expresaba que “el Centro de Jubilados de Barrio Fredriksson pide cambios en el funcionamiento de la obra social. Funcionarios regionales de PAMI confirmaron que existen inconvenientes en el Dpto. Gral. López. Además reconocen que el servicio en Firmat no es bueno”.
Ya en la nota, el semanario expresaba que Bienvenido González, Presidente del Centro, “quiere que las autoridades del PAMI estudien la posibilidad de que Firmat reciba la cápita que le corresponde, sin intermediarios”, porque los “profesionales de la salud cobran plus a los afiliados porque dicen que PAMI no paga. PAMI paga, quien no paga es la empresa de Venado Tuerto que tiene a cargo la distribución del dinero de los servicios en el Departamento Gral. López”. (1)

Habida cuenta que, con matices, la problemática descripta trasciende la realidad del departamento General López y de los otros cinco departamentos del sur, para proyectarse a toda la provincia, donde los casi 400.000 afiliados padecen algún tipo de limitación al ejercicio de sus derechos, es que promovemos la activa intervención del Gobierno Provincial, tanto para conocer la distribución de los dineros públicos destinados a las prestaciones médicas que, a juzgar por las denuncias recibidas, se estarían quedando en bolsillos o cajas que no corresponden, como para garantizar la prestación igualitaria del servicio al que tienen absoluto derechos los jubilados santafesinos, a través de contrataciones directas que eviten intermediarios y promuevan mayores grado de transparencia.

(1) El Correo de Firmat, edición del 19 de julio de 2005.
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